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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PREACUERDO / FINALIDADES / DEGRADACIÓN DE AUTOR A CÓMPLICE EN DELITO UNIPERSONAL / NO ES PROCEDENTE MODIFICAR EL NÚCLEO FÁCTICO DE LA CONDUCTA TÍPICA / JUEZ DEBE EJERCER CONTROL MATERIAL / SENTENCIA SU479-19.
… el procesado aceptó cargos por el delito contemplado en el artículo 376 C.P. -tráfico, fabricación o porte de estupefacientes- y a cambio recibirá como “único beneficio” el degradar su intervención en la conducta punible de autor a cómplice.

La figura de los preacuerdos y negociaciones y su control por parte del juez, como así lo ha referido la H. Corte Suprema , fue prevista con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto, y lograr la participación del imputado en la definición de su caso…
Como de tiempo atrás lo ha sostenido esta Corporación…, es claro que el funcionario de conocimiento no se debe entrometer de fondo en la imputación y en la acusación, como quiera que hay lugar a respetar la autonomía que la Fiscalía posee en tal sentido por disposición legal y constitucional; sin embargo, para el caso de los preacuerdos el juez sí está obligado a efectuar un control material en cuanto no basta con analizar si fue libre, voluntario y debidamente asistido, ya que existen multiplicidad de factores que se enmarcan dentro del principio de legalidad y que no pueden pasar desapercibidos al momento de su aprobación…
… el juez de primera instancia improbó el preacuerdo entre la Fiscalía y el señor ONF luego de haber realizado no solo un control formal, sino material de la convención celebrada, pero además sustentó su decisión en el precedente SU-479/19…
… la referida sentencia de unificación en uno de sus apartes indicó que el presupuesto de todo preacuerdo consiste en: “no soslayar el núcleo fáctico de la imputación que determina una correcta adecuación típica, lo que incluye obviamente todas las circunstancias específicas de mayor y menor punibilidad, que fundamentan la imputación jurídica”. (…)
En suma, el Juez Séptimo Penal del Circuito con funciones de conocimiento procedió según las facultades dispuestas por la SU, es decir, hizo un estudio profundo en cuanto al tema de la complicidad frente a un delito unipersonal, para concluir que el ofrecimiento de la Fiscalía de degradar de autor a cómplice la intervención del acusado en el delito, no guardaba congruencia típica con la conducta imputada.
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	Fecha y hora de lectura: 
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	Imputado: 
	ONF 

	Cédula de ciudadanía:
	10.083.505 de Pereira (Rda.) 

	Delito:
	Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes 

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por Fiscalía contra providencia interlocutoria proferida en noviembre 25 de 2019, por medio de la cual se negó un preacuerdo. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, fue dada a conocer por la Fiscalía de la siguiente manera:

En marzo 12 de 2019 a las 12:25 horas, en la calle 19 con carrera 7 vía pública de la ciudad, fue capturado el señor ONF luego de que miembros de la Policía Nacional le realizaran una requisa y le hallaran en un bolso 17 bolsas plásticas que arrojaron un peso de 222.8 gramos de cannabis sativa comúnmente conocida como marihuana y sus derivados.
1.2.- En marzo 13 de 2019 ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) se realizaron las audiencias preliminares y en la misma se le imputó al señor ONF el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes contenido en el inciso 2º art. 376 C.P., en la modalidad de llevar consigo. El indiciado NO ACEPTÓ los cargos. Ante esa no aceptación la Fiscalía presentó escrito de acusación en su contra (mayo 06 de 2019) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (noviembre 25 de 2019). La Fiscalía en ese acto anunció que había llegado a un preacuerdo con el señor ONF el cual consistía en que el procesado aceptaba los cargos como responsable a título de dolo de la conducta consagrada en el inciso 2° del artículo 376 C.P. y a cambio se degradaría su participación a cómplice.
1.3.- Una vez anunciado lo anterior, el señor ONF manifestó que aceptaba los cargos de manera libre y voluntaria; sin embargo, el juez a quo no avaló el preacuerdo y para ello argumentó que la Corte Constitucional en sentencia SU-479/19 abrió la posibilidad para que el juez de conocimiento ejerza un control formal y material a los preacuerdos, y si bien lo hizo en un caso de marginalidad, debe recordarse que las sentencias de unificación son de obligatorio cumplimiento para los jueces; por tanto, no se puede apartar de ese pronunciamiento. Así las cosas, en este asunto fácticamente es imposible la configuración de una complicidad.
Contra la anterior decisión el fiscal interpuso reposición y en subsidio apelación. El juez no repuso su decisión y concedió la apelación.
2.- Debate
2.1.- Fiscalía -recurrente-
Solicita se revoque la decisión de primera instancia, y en su lugar se apruebe el preacuerdo, a cuyo efecto argumentó que en este asunto se debe tener en cuenta el principio de favorabilidad, toda vez que hay lugar a aplicar la norma y no la sentencia de unificación, máxime cuando los hechos tuvieron ocurrencia con anterioridad al pronunciamiento de la Corte Constitucional. 
En el delito de tráfico de estupefacientes siempre intervienen más personas para llegar al consumidor final, y esa situación permite aplicar una complicidad. Además, no es imputable una circunstancia de mayor punibilidad -coparticipación-, tal como lo sugirió el juez de conocimiento al momento de resolver el recurso de reposición, en cuanto esa circunstancia requiere de elementos para su configuración. 

2.2.- Ministerio Público -no recurrente-
Pide se revoque la decisión de primera instancia, y en esa dirección argumentó que el artículo 314 CN reza que los jueces solo están sometidos al impero de la constitución y la ley; es decir, lo único que obliga al funcionario es la norma, pero no la doctrina y la jurisprudencia que son criterios orientadores.
En este asunto nos encontramos frente una sentencia de unificación que es inter partes, no obstante el despacho la interpreta como erga omnes. En tal sentido si a una SU se le da el alcance de sentencia de constitucionalidad, debe entenderse que operaría para el futuro y no hacía el pasado; por tanto, está vigente la norma que permite la negociación que ha presentado el ente acusador, porque de lo contrario se vulneraria el derecho a la igualdad y el debido proceso.

El juez puede apartarse de los lineamientos jurisprudenciales, máxime si estamos frente a una realidad diferente a la estudiada en la SU-479/19, por cuanto el delito de tráfico de estupefacientes demanda la congruencia o concurrencia de diferentes actores. 
2.3.- Defensora -no recurrente-
Solicita se revoque la decisión, y argumenta que en este asunto los hechos ocurrieron en marzo de 2019 y la SU es de octubre 15 de 2019, por tanto, debe aplicarse el principio de favorabilidad. El juez de primera instancia debe apartarse de la SU-479/19, porque el estudio de la Corte Constitucional fue sobre un tema diferente. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso tanto la Fiscalía, el Ministerio Público y la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a determinar si el preacuerdo suscrito entre Fiscalía y procesado debidamente asistido transgrede el principio de legalidad, o si, por el contrario, no viola garantía fundamental alguna y se impone su aprobación, como lo solicita el señor Fiscal, el Ministerio Público y la defensa.

3.3.- Solución a la controversia

De la situación fáctica esgrimida en la audiencia por medio de la cual la Fiscalía sustentó la viabilidad de impartir legalidad al preacuerdo suscrito con el acusado ONF debidamente asistido, se observa que el disenso presentado frente a la decisión adoptada por el funcionario a quo radica esencialmente en determinar si se puede aplicar o no el precedente SU 479/19 de la Corte Constitucional -que decidió asuntos de relevancia en materia de preacuerdos-, como quiera que el a quo improbó la negociación con base en dicha jurisprudencia, pero además concluyó que desde el contexto fáctico del caso no era posible aminorar el grado de coparticipación de autor a cómplice con respecto a la intervención de una persona en un delito unipersonal.
Antes de ingresar en el fondo del tema, la Sala empezará por manifestar que al señor ONF le fue imputada en su oportunidad por la Fiscalía General de la Nación la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes -inciso 2º art. 376 C.P.-, misma que no aceptó y por lo tanto hubo lugar a radicar en su contra escrito de acusación.  

Del contenido del preacuerdo que ahora concita la atención del Tribunal y de la exposición que del mismo efectuó en su momento el señor fiscal, se desprende que el procesado aceptó cargos por el delito contemplado en el artículo 376 C.P. -tráfico, fabricación o porte de estupefacientes- y a cambio recibirá como “único beneficio” el degradar su intervención en la conducta punible de autor a cómplice.

La figura de los preacuerdos y negociaciones y su control por parte del juez, como así lo ha referido la H. Corte Suprema
, fue prevista con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto, y lograr la participación del imputado en la definición de su caso. Por tanto, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a negociaciones que impliquen la terminación del proceso  a voces del art. 348 CPP.

Así mismo y como de tiempo atrás lo tiene sentado la jurisprudencia, es deber del ente acusador hacer una presentación clara de lo que constituye la imputación fáctica para que los funcionarios judiciales puedan ejercer un control efectivo con respecto a su coincidencia con la jurídica; es decir, ello no puede ser algo abstracto o gaseoso, como quiera que es indispensable para hacer la proposición jurídica completa que exigen los cargos en materia penal. 
Lo anterior encuentra sustento en decisión de la Corte Constitucional cuando en forma expresa resolvió el dilema de si bastaba la imputación fáctica o si era indispensable además la jurídica; y, por sobre todo, si lo jurídico tenía o no que coincidir con lo fáctico. Momento a partir del cual se dejó esclarecido que la facultad otorgada por la ley al fiscal se refiere a una operación de adecuación típica de la conducta, por medio de la cual los hechos objeto de investigación (imputación fáctica) deben corresponder a la descripción de ese punible que hace el legislador (imputación jurídica), por lo que el fiscal no puede hacer una adecuación típica caprichosa o arbitraria y en estos casos debe hacerse primar el principio de legalidad para que se pueda lograr la justicia material acorde con lo ordenado por el Acto Legislativo 03/02 -Sentencia C-1260 de 2005-.
Como de tiempo atrás lo ha sostenido esta Corporación con ponencia de quien ahora ejerce igual función
, es claro que el funcionario de conocimiento no se debe entrometer de fondo en la imputación y en la acusación, como quiera que hay lugar a respetar la autonomía que la Fiscalía posee en tal sentido por disposición legal y constitucional; sin embargo, para el caso de los preacuerdos el juez sí está obligado a efectuar un control material en cuanto no basta con analizar si fue libre, voluntario y debidamente asistido, ya que existen multiplicidad de factores que se enmarcan dentro del principio de legalidad y que no pueden pasar desapercibidos al momento de su aprobación. Dígase por ejemplo los principios de congruencia, razonabilidad y proporcionalidad, en consideración a que el juez está en la obligación de verificar que la negociación cumpla con los fines para los cuales fue creada con miras a la autocomposición de los conflictos, incluidos los intereses de las víctimas.

En efecto, el juez de primera instancia improbó el preacuerdo entre la Fiscalía y el señor ONF luego de haber realizado no solo un control formal, sino material de la convención celebrada, pero además sustentó su decisión en el precedente SU-479/19. Contra dicha decisión las partes se mostraron inconformes, y entre otros de los argumentos que se sustentaron en la apelación para disentir de lo resuelto por el juez de primer nivel, fue señalar que las sentencias de unificación no son precedentes de obligatorio cumplimiento para los jueces, afirmación que desde luego no comparte la  Sala como quiera que sobre el tema la misma Corte Constitucional desde sus primeros pronunciamientos ha reconocido el valor del precedente judicial de la ratio decidendi de sus decisiones, tanto en materia de constitucionalidad como en materia de tutela
.

Cabe destacar que la referida sentencia de unificación se originó precisamente en la revisión de dos acciones de tutela, sobre un tema de gran relevancia en materia de preacuerdos, y en ese orden de ideas le corresponde a cada funcionario aplicar ese orientador criterio jurisprudencial.
Superada esa primera inconformidad de las partes, se analizará si las circunstancias que rodean este caso se ajustan a los presupuestos del precedente contenido en la SU-479/19; o si, por el contrario, fue razonable por parte de la Fiscalía haber degradado la intervención del señor ONF en la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, de autor a cómplice.   

A saber, la referida sentencia de unificación en uno de sus apartes indicó que el presupuesto de todo preacuerdo consiste en: “no soslayar el núcleo fáctico de la imputación que determina una correcta adecuación típica, lo que incluye obviamente todas las circunstancias específicas de mayor y menor punibilidad, que fundamentan la imputación jurídica”.

En otras palabras, una negociación no puede hacer caso omiso del núcleo fáctico de la imputación, porque mediante este se realiza la correcta adecuación de la conducta típica que se investiga. Y justamente por ello la Corte Constitucional en sentencia C-479/19, sostuvo: “[…] el juez de conocimiento debe confrontar que la adecuación típica plasmada en el escrito se corresponda jurídicamente con los hechos a partir de los cuales las partes alcanzan su acuerdo […]”. 

Además de lo anterior, la directiva 01 de septiembre 28 de 2006 de la Fiscalía General de la Nación -reseñada igualmente en la sentencia SU-479/19 y vigente desde luego para el instante en que esta negociación se realizó- señala que respecto de aquellos preacuerdos que básicamente modifican los términos de la imputación: “[…] se puede acordar la tipificación en una forma que traiga como consecuencia la disminución de la pena, y que la nueva adecuación típica deberá hacerse de tal forma que no modifique la esencia de la conducta, el objeto material ni los sujetos activo y pasivo” -negrillas excluidas-
Así las cosas, este Tribunal considera que en efecto la SU-479/19 precisó las facultades que tiene el juez de conocimiento para realizar un control material a los preacuerdos que son puestos a su consideración, en claro acatamiento a lo que la Corte Constitucional denominó como “la segunda postura de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia”, en la cual dijo que los fiscales no podían disponer de la acción penal a su antojo y que los preacuerdos estaban sometidos al principio de legalidad. 

En suma, el Juez Séptimo Penal del Circuito con funciones de conocimiento procedió según las facultades dispuestas por la SU, es decir, hizo un estudio profundo en cuanto al tema de la complicidad frente a un delito unipersonal, para concluir que el ofrecimiento de la Fiscalía de degradar de autor a cómplice la intervención del acusado en el delito, no guardaba congruencia típica con la conducta imputada. 

De ese modo, no se puede aceptar la tesis según la cual los planteamientos de la Corte Constitucional en la SU-479/19 no son aplicables en este asunto, porque aunque fue un pronunciamiento en un caso donde por vía de preacuerdo se reconoció una circunstancia de marginalidad, su fundamento se centró en temas de relevancia jurídica en materia de preacuerdos, como lo es, confrontar que la adecuación típica plasmada en el escrito corresponda jurídicamente con los hechos que conllevan a la negociación. De manera que el juez no puede desechar esos criterios al momento de estudiar la viabilidad de un preacuerdo, cualquiera que este sea, y es su obligación verificar que se cumplan.
Para el asunto en ciernes, las partes coincidieron en el recurso de apelación en solicitar la aplicación del principio de favorabilidad, como quiera que para la época en que ocurrieron los hechos que motivaron esta investigación la Corte Constitucional no se había pronunciado sobre el tema en discusión; sin embargo, esa interpretación en principio cierta en atención a que en efecto al momento de la ocurrencia de los hechos objeto de juzgamiento aún no se tenía el pronunciamiento del órgano de cierre en materia constitucional al cual aquí se alude, debe decirse que los efectos para que opere la aplicación del precedente SU-479/19 no lo es la fecha de los hechos, sino la fecha en que se llevó a cabo la negociación, porque para ese instante la citada figura de terminación anticipada del conflicto elegida, debía ceñirse a los parámetros tanto legales como jurisprudenciales existentes, ya fueran ellos favorables o desfavorable a las pretensiones de las partes. Y debe entenderse así, porque el mismo Tribunal Constitucional en cuanto a los efectos inmediatos de la jurisprudencia, dijo:

“7.8.1.6. Todo lo dicho, permite concluir que las reglas fijadas en las providencias proferidas por los órganos de cierre, en cuanto autoridades de unificación de jurisprudencia, definen el contenido normativo de los textos jurídicos, es decir, de la ley en sentido amplio, y, con ello, vinculan a los órganos inferiores jerárquicamente, y a sí mismos, a determinada interpretación,  lo cual se justifica, como ya se anotó, “con base en los fundamentos constitucionales invocados de igualdad, buena fe, seguridad jurídica, a partir de una interpretación sistemática de principios y preceptos constitucionales”.

 

Así las cosas, la jurisprudencia fijada por los órganos de cierre se convierte en aplicable de manera general e inmediata, en sentido horizontal y vertical. A partir de ello, la lectura de la normatividad debe hacerse a la luz de los lineamientos y definiciones establecidas por el tribunal de cierre, sin perjuicio de las reglas establecidas para efectos de que de manera excepcional una autoridad judicial pueda apartarse del precedente judicial.”
 -negrillas excluidas-
De acuerdo con lo anterior, y en atención a que la negociación entre la Fiscalía y el acusado se llevó a cabo en noviembre 25 de 2019; es decir, cuarenta días después de emitida la SU-479/19 –de fecha octubre 15-, lo correcto era que por parte del ente acusador se atendieran los lineamientos planteados por la Corte Constitucional en su precedente jurisprudencial.
Descendiendo al caso concreto, queda por establecer si fue acertado por parte del delegado de la Fiscalía degradar de autor a cómplice la intervención del señor ONF en un delito unipersonal. Veamos: 
La doctrina penal y la jurisprudencia siempre ha entendido la figura de la complicidad a partir del concepto de la accesoriedad entre autor y partícipe. Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia ha dicho:

“a) Que exista un autor -o varios-.

“b) Que los concurrentes -autor y cómplice- se identifiquen en cuanto al delito o delitos que quieren cometer. Uno o unos de ellos, como autor o autores; y otro u otros, como ayudantes, como colaboradores, con prestación de apoyo que debe tener trascendencia en el resultado final.

“c) Que los dos intervinientes -autor y cómplice- se pongan de acuerdo en aquello que cada uno de ellos va a realizar, convenio que puede ser anterior a la comisión del hecho o concomitante a la iniciación y continuación del mismo, y tácito o expreso.

“d) Que exista dolo en las dos personas, es decir, tanto en el autor como en el cómplice.

“Como consecuencia de lo anterior, es claro que si no se cumple uno de los dos requisitos anteriores, o ninguno de ellos, la conducta imputada es atípica […]”.

En otro pronunciamiento la misma CSJ, precisó: 

“(vii).- Cómplice.- 

De acuerdo con el artículo 30 de la ley 599 de 2000 “quien contribuya a la realización de la conducta antijurídica o preste una ayuda posterior, por concierto previo o concomitante a la misma, incurrirá en la pena prevista para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a la mitad”. 

Complicidad es la cooperación dolosa en un hecho punible cometido dolosamente por otro. Al igual que en la inducción, no existe complicidad culposa en un hecho ajeno, ni tampoco complicidad en un hecho culposo ajeno […]
La complicidad puede darse tanto por la vía de un consejo como de un hecho. En el primer caso se habla de complicidad intelectual (psíquica), en el segundo de complicidad técnica (física) sin que sea necesario incluso, posible una delimitación exacta de ambas formas, puesto que una prestación de ayuda técnica puede al mismo tiempo, en la medida en que el autor principal tenga conciencia sobre ella, constituir un fortalecimiento moral de su voluntad y así nuevamente una complicidad intelectual […]
Los medios de estas dos formas de complicidad no son, en sí, restringidos. En todo caso, ellos requieren de una delimitación en cuanto al límite superior. Si el apoyo es prestado en el marco de la participación que se tenga del dominio colectivo del hecho y respecto del acontecer delictivo global, existirá una coautoría. Hay asimismo inducción y no complicidad cuando la acción de colaboración (como dar un consejo) no tiene lugar en el marco del ejercicio del dominio del hecho, mas provoca en el autor principal la resolución a la comisión de la lesión típica al bien jurídico.” 

Precisamente sobre el tema de los preacuerdos con degradación de autor a cómplice -cuando existe un sujeto activo singular-, ya se había pronunciado esta Corporación con ponencia de quien ahora ejerce igual función, y al respecto se dijo:

“De las decisiones aludidas se observa que en efecto la degradación de la forma de participación de autor a cómplice es viable dentro de una negociación preacordada, pero el denominador común que se detalla en relación con esos precisos casos analizados por parte de la Sala de Casación Penal y a los que hizo alusión la Fiscalía para sustentar su pretensión, es que en ellos no intervino una sola persona en la realización de la conducta delictiva sino varios individuos, a consecuencia de lo cual era perfectamente entendible y factible, como así lo determinó la Corte, que esa degradación presentada por medio de la negociación se viabilizara. -Negrilla fuera del texto original- 
<
En sentir de esta Corporación, tales precedentes jurisprudenciales no pueden tener acogida en la solución del caso que nos ocupa, por las razones que pasan a explicarse:

De lo arrimado a la investigación se observa que la Fiscalía en la audiencia de formulación de imputación le endilgó al señor DIEGO ALEJANDRO el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, tipificado en el artículo 365 C.P., en calidad de “AUTOR” a título de dolo, y bajo la modalidad de “portar”, pues de conformidad con la situación fáctica allí esgrimida y que fue ratificada en el escrito de acusación, el señor DIEGO ALEJANDRO fue la persona que al notar la presencia de los uniformados  emprendió la huida y en su recorrido procedió a arrojar un elemento que no era otro diferente a un arma de fuego y de la cual carecía del permiso respectivo para su porte o tenencia.  

La anterior presentación hace surgir como extraño que se plantee en la negociación la figura de la “complicidad”, cuando se sabe que esta modalidad amplificadora del tipo resulta abiertamente desfasada del contexto fáctico de la imputación.

Es claro y en ello no cabe discusión alguna, que el delegado fiscal tiene razón cuando asegura que obviamente es factible la degradación del cargo en lo que atañe a la forma de participación en el delito, pero en criterio de la Sala y acorde con lo también expuesto por el juzgador de instancia, esa forma de proceder en este caso concreto contraviene las reglas de la lógica, porque para hablar de COMPLICIDAD necesariamente debe existir una persona que cumple el rol de autor y otra que le preste ayuda previo concierto, lo que indudablemente tuvo ocurrencia en los dos casos que fueron objeto de análisis por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, pero aquí ninguna posibilidad de ello existe, dado que por parte alguna se avizora ni remotamente que en el hecho actuaran pluralidad de sujetos activos. –Negrilla fuera del texto original-
Es que, si el pensamiento fiscal hiciera carrera y no se tuviera de presente un mínimo respeto por la adecuación típica y la dogmática imperante en todo proceso penal, entonces tendría que tolerarse, por el simple afán de conceder lo que sea a cambio de la admisión temprana e incluso a veces tardía de los cargos (como es el caso que aquí nos convoca en donde solo a la altura de la audiencia preparatoria se quiso preacordar), que a un delito de homicidio se le llamen simples lesiones, o como ya lo anunció esta Corporación en una oportunidad anterior, que a la posesión de cocaína se le cambie por la posesión de marihuana, o que a un sicario, esto es, quien actúa por dinero, se le conceda absurdamente por vía de una negociación el estado de ira e intenso dolor.

En síntesis, la conclusión plausible a la que tiene que llegarse es, no puede ser otra, que no todo es susceptible de negociación, sino solo aquello que está dentro de las probabilidades del debate en el caso concreto; y, por supuesto, en este asunto, nunca estuvo ni lo está, el que se pudiera llegar a platear la opción de una complicidad en cuanto solo actuó, que se sepa, una sola persona en el devenir delictual atribuido […]”
 
En síntesis, del contexto fáctico que se expuso por parte de la Fiscalía al momento de formular la imputación, mismos que plasmó en el escrito de acusación, se extrae que miembros de la Policía Nacional capturaron al señor ONF por llevar consigo estupefacientes en cantidad superior a la dosis personal, y fue señalado como único autor de la conducta punible que se investiga. Incluso de los documentos allegados, como el informe de investigador de campo FPJ-11 y el acta de derechos de capturado, no se menciona la intervención de personas diversas al acusado.  

Se debe concluir por tanto -tal como ya se había decidido por esta misma Sala en providencia de febrero 12 de 2020, M.P. Jairo Ernesto Escobar Sanz, Rad. 660016000035201503431, momento en el cual se analizó un caso similar- que los elementos fácticos de la acusación no corresponden en modo alguno a una situación de concurso de personas en la conducta punible, ya que acorde con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 337 CPP se entiende que el escrito de acusación se dirigió exclusivamente contra el señor ONF, quien fue acusado como ÚNICO ejecutor de la conducta punible consagrada en el inciso segundo del artículo 376 C.P.
Por consiguiente, y al no presentarse un evento de CONCURSO DE PERSONAS en el delito investigado, la degradación de la conducta del acusado de autor a partícipe significó una modificación relevante del contexto fáctico de la acusación, que fue enmarcada dentro del ámbito de un delito UNIPERSONAL, y, por tanto, no es posible, si se acatan los lineamientos actuales de la jurisprudencia constitucional, que la conducta antijurídica atribuida al justiciable se hubiera ubicado en la complicidad.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira CONFIRMA la providencia objeto de apelación, por medio de la cual el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta capital improbó el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y el acusado ONF, por estimarse ajustado a derecho.                              

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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